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Honorable Cámara de Diputados:





A S.E. EL 


PRESIDENTE


DE LA H. 


CAMARA DE


DIPUTADOS.


Tengo el honor de someter a vuestra consideración el proyecto de reforma constitucional que establece plebiscitos nacionales.





I.	EL EJERCICIO DE LA SOBERANIA. 


	En un Estado moderno, representantes y representados cumplen tareas determinantes en la configuración del proceso de gobierno de la sociedad política. La democracia permite a los ciudadanos resolver la cuestión de quién toma las decisiones del Estado. Ello lo realiza, básicamente, a través del acto electoral. En él, cada ciudadano actualiza su derecho a participar en la dirección política de la nación.


	Lo anterior justifica que los autores denominen "democracia representativa" al sistema político en que los gobernantes son elegidos por los ciudadanos y considerados de esta forma, como sus representantes.


	Desde el punto de vista político, el sistema de elección de autoridades se caracteriza por dos notas distintivas. En primer lugar, la voluntad y actividad del Estado es formada y ejercida por los mismos que están sometidos a ella. En segundo lugar, el pueblo, a quien se dirige el poder del Estado, es al mismo tiempo sujeto activo de este poder. Su voluntad se convierte en voluntad del Estado cuando ejerce soberanía.


	La soberanía está estrictamente relacionada con las votaciones populares. Estas constituyen el procedimiento para designar las autoridades políticas del Estado o para decidir sobre alternativas de actividad del poder público, a través del voto de los ciudadanos. En una sociedad democrática, las votaciones tienen por función establecer la representación de los ciudadanos y legitimar las relaciones de poder entre gobernantes y gobernados.


	Por otra parte, la Constitución señala dos elementos conformadores de nuestro sistema político. En primer lugar, define a nuestro país como una "república democrática" (artículo 4º). Con ello, da a entender que las principales autoridades tienen carácter electivo, duran un cierto período de tiempo en sus cargos y son responsables de sus actuaciones. En el fondo, dicha norma contrapone la forma de Gobierno republicana democrática con la monárquica. En segundo lugar, dispone que la soberanía radica en la nación. Esta puede ejercerse por el pueblo a través del plebiscito y de elecciones periódicas, o mediante las autoridades que la Constitución establece.


	De este modo, de acuerdo a la Constitución, el ejercicio de la soberanía se puede realizar de dos maneras. Por una parte, la puede ejercer el pueblo directamente a través del plebiscito y de las elecciones periódicas. Por la otra, la soberanía también se ejerce por intermedio de las autoridades que la Constitución establece.


	De lo anterior se desprende, en primer lugar, que se consagra una forma de democracia directa. En efecto, el pueblo puede ejercer la soberanía directamente a través de las elecciones periódicas y mediante el plebiscito. En segundo término, que se consagra una forma de democracia representativa. Los ciudadanos eligen a las autoridades que, en nombre de la nación, desempeñarán los cargos electivos. Dichas autoridades, cuando actúan válidamente, ejercen soberanía.


	Consecuente con la democracia representativa que la Constitución consagra en su artículo 5º, el artículo 15 de la Carta Fundamental señala los únicos dos casos en que puede convocarse a una votación popular: para las elecciones y para los plebiscitos expresamente previstos en la Constitución.


	La votación popular es excepcional, entonces, porque la soberanía se ejerce, por regla general, por intermedio de las autoridades que la Constitución establece. El pueblo ejerce directamente la soberanía en los dos casos ya anotados, uno de los cuales sirve para elegir a dichas autoridades o delegar soberanía.


	La votación popular se define, entonces, como un mecanismo de ejercicio directo de la soberanía por el pueblo. Al ser producto del régimen representativo de Gobierno, es excepcional, pues sólo existe cuando se eligen autoridades o se vota en un plebiscito; no existe en otros casos.


	Por otra parte, a través de las votaciones populares se ejerce soberanía. De acuerdo al artículo 5º de la Constitución, la soberanía se realiza por el pueblo a través del plebiscito y de elecciones periódicas.


	Este rasgo sirve para distinguir las votaciones populares de aquellas que se realicen en el seno de los grupos intermedios. La Constitución distingue los órganos del Estado, de las diversas agrupaciones a través de las cuales se organiza y estructura la sociedad.


	Ahora bien, establecido que el pueblo es quien ejerce el poder soberano, que éste reside en la Nación y que todo acto del pueblo, directa o indirectamente, revela o tiene por objeto el ejercicio de la soberanía, debe concluirse que las autoridades no hacen otra cosa que "actuar por" el pueblo en este ejercicio.


	Todas las atribuciones o funciones que les son asignadas, exclusivas y excluyentes, tienen por objeto el ejercicio de la soberanía que le corresponde al pueblo, porque éste no puede actuar por si mismo en esas funciones.


	Así, el pueblo no puede ejercer directamente las atribuciones que le corresponden al Presidente de la República, al Congreso Nacional o a las autoridades regladas por la Constitución, porque se encuentra impedido de hacerlo en una democracia de extensión o masiva, como ésta, y porque el constituyente ha querido confiar en autoridades, dotadas de ciertas aptitudes especiales, el ejercicio de funciones concretas y específicas.


	Esto es perfectamente apreciable en el caso de aquellos órganos o autoridades que no son elegidas directamente por el pueblo, es decir, de aquellas que no han recibido la delegación de manera primaria.


	Lo que ha querido el constituyente de 1980, entonces, es que el poder que corresponde primariamente al pueblo (la soberanía) le sea entregado a las autoridades que la Constitución establece, para su ejercicio, con las limitaciones que la misma Carta Fundamental consigna.


	Ahora bien, si las autoridades que la Constitución establece sólo "actúan por" el pueblo ante la imposibilidad física e intelectual de que éste opere por sí mismo en el ejercicio de la soberanía, quiere decir que deben existir mecanismos para que pueda producirse esta "delegación " de poderes desde el pueblo.


	Estos mecanismos son de dos tipos: las elecciones y los plebiscitos. En esto reafirmamos lo señalado anteriormente: no es que las elecciones y plebiscitos sean una forma de ejercicio de la soberanía "distinta" del que realizan las autoridades establecidas en la Constitución, sino que es la manera como el pueblo la ejerce, para concederla o decidir un asunto de relevancia constitucional o comunal.





II.	EL PRINCIPIO PARTICIPATIVO EN LA CONSTITUCIÓN.


	El proyecto que someto a vuestra consideración se enmarca y concretiza en el principio participativo. En efecto, de acuerdo al inciso final del artículo 1º de la Constitución, el Estado debe asegurar el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional.


	Dicho precepto consagra, en las bases de la institucionalidad, lo que se denomina "el principio participativo".


	La participación tiene por propósito eliminar o contribuir a eliminar la separación entre el Estado y la sociedad. En este sentido, corrige las deficiencias e insuficiencias de la democracia representativa, cuyo contenido comienza y termina, fundamentalmente, en la elección de ciertas autoridades. 


	La participación, como elemento central de la democracia, supone la transformación del concepto de libertad propia de una visión liberal clásica. En efecto, para que quepa el principio participativo, aquella tiene que dejar de ser entendida como una no sumisión del individuo a la autoridad del Estado, y concebirse como una cooperación del individuo en éste. La democratización del Estado lleva aparejada la incorporación de una intervención de todas las personas en la elaboración de la voluntad estatal. La constitución del Estado moderno garantiza la libertad en el Estado, es decir, la participación del ciudadano en el poder. La democracia constitucional se realiza cuando los destinatarios del poder, organizados como electorado, participan en el proceso político. El derecho a participar en los asuntos públicos aparece, en virtud del carácter democrático del Estado, como un elemento básico de todo el sistema constitucional. 


	El principio de participación política arranca de la definición contenida en el artículo 4º de la Constitución, que prescribe: "Chile es una república democrática". Ello tiene como lógica consecuencia que se garantice no sólo una esfera de autonomía del individuo frente al Estado, sino también el derecho a participar en la formación de la voluntad estatal. La democracia supone que los poderes o la soberanía residan en la nación (artículo 5º). Esto se traduce en el reconocimiento a los ciudadanos de derechos específicamente encaminados a la formación de esa voluntad. En eso, justamente, consiste la participación.


	La participación, en un sentido etimológico, significa tomar parte en una cosa, compartir una decisión. En un sentido más técnico, implica situaciones en las cuales un individuo contribuye directa o indirectamente a su desarrollo. Implica un grado superior de involucramiento, que sucede a la mera presencia y a la activación. La presencia significa comportamientos esencialmente receptivos o pasivos. La activación, por su parte, supone que el sujeto desarrolla una serie de actividades de las cuales es delegado permanente o transitorio.


	Una de las formas de participación es la participación política. Esta tiene dos dimensiones: una individual y otra institucional. La individual se traduce en que las personas tienen un derecho subjetivo a participar en la vida política. Lo pueden hacer directamente, votando en las elecciones o en los plebiscitos, o siendo elegidos para un cargo de representación. Como derecho subjetivo, la participación implica, entonces, un derecho a la participación activa y un derecho a la participación pasiva. La primera modalidad se lleva a cabo a través del voto afirmativo o negativo, expresado en una votación popular o en un plebiscito. La segunda, se traduce en el derecho a ser elegido o a ejercer funciones representativas.


	La dimensión institucional del derecho a la participación, implica un rol para los poderes del Estado. En efecto, el inciso final del artículo 1º de la Constitución obliga al Estado y a sus órganos a "asegurar el derecho de las personas a participar". Implica, en consecuencia, promover las condiciones y remover los obstáculos para garantizarlo. Exige la no neutralidad jurídica de los poderes públicos, pues éstos no sólo tienen como misión asegurar el libre juego de las voluntades privadas, sino también el deber de ser motor esencial del progreso de la colectividad estatal. Tal mandato insta a los órganos del Estado a procurar esa finalidad. Ello supone su actuación permanente y con carácter de fuerza configurativa sobre la sociedad. Todo esto supone una "progresividad participativa", es decir, un aumento gradual en la tarea de garantizar la igualdad de oportunidades en la vida nacional. 


	El referido rol activo es exigible a todos los órganos del Estado, pero el primero obligado es el legislador, dado el carácter subordinado de las demás autoridades y agentes a la ley.


	La Constitución estructura el principio en cuestión de diversas formas. En primer lugar, hay algunos órganos que la Constitución define en base a la participación. Así sucede con el gobierno regional -encargado de hacer efectiva la participación de la ciudadanía regional- (artículo 102); con el municipio -una de cuyas finalidades es asegurar la participación de la comunidad local en el progreso económico, social y cultural de la comuna- (artículo 107, inciso tercero).


	En otros casos, la Constitución impone deberes al Estado y a sus órganos. Estos pueden ser de dos tipos: de garantías y de prestaciones. En los de garantía, el Estado juega un rol cautelar, de resguardo para la obtención de ciertos beneficios. Así sucede con el derecho a la protección de la salud y con el derecho a la seguridad social. 


	Los deberes de prestación, por su parte, obligan al Estado ya no sólo a garantizar, sino a satisfacer por sí o con la colaboración de terceros, una determinada necesidad colectiva. Por ejemplo, el artículo 19 Nº 10 obliga al Estado a financiar la educación básica gratuita. Ello puede hacerlo creando escuelas y costeándolas, o pagándole a privados una subvención para que cumplan esta tarea. Pero el Estado debe proporcionar dicha educación.


	Ahora bien, el Estado asegura el principio participativo no sólo jugando un rol protagónico, es decir, garantizando o dando determinadas prestaciones. También lo hace dejando actuar a los privados, no invadiendo sus ámbitos propios. 


	Finalmente, el Estado garantiza el principio participativo, permitiendo la admisión a todos los empleos y funciones públicas. En unos casos, esto supondrá convocatorias a concursos de oposición o de antecedentes. En otros, se traducirá en una votación.


	En todo caso, cualquiera sea la forma o modalidad en que el Estado garantiza el principio participativo, son las personas, individual o colectivamente, las que deben aprovechar la posibilidad que la actuación o la omisión de los órganos del Estado genera. A nadie se le puede obligar a participar.


	Por otra parte, la participación pretende favorecer la toma de decisiones de los órganos del Estado en un doble sentido. Por una parte, facilitando la eficacia de su actuación, al tener presente los distintos intereses en juego, y conocer con ello, el grado de aceptación o rechazo de las medidas a adoptar. También, mejora técnicamente sus decisiones, con los aportes externos. Por otra parte, hace partícipes de las decisiones a los propios ciudadanos, posibilitando el enriquecimiento y extensión de la democracia.


	Ahora bien, mediante los plebiscitos las personas intervienen en cuestiones mayores a la simple selección del personal gobernante. Se reconoce así, mayor opción al electorado como el intérprete más auténtico de la soberanía popular.


	El plebiscito, en consecuencia, constituye la forma más adecuada de resolver las controversias que se susciten entre los poderes públicos, legitimando la intervención de la ciudadanía como medio idóneo para la solución de esos conflictos. Ello implica que sea el genuino cuerpo electoral el que dirima el conflicto, sobre todo cuando el Parlamento se niega a legislar, ejerciendo de ese modo, el principio participativo que le garantiza la Constitución.


	Con este proyecto, en suma, el Gobierno considera que cumple el mandato del artículo 1º de la Constitución, en orden a asegurar el derecho de las personas a participar en la vida nacional.





II.	EL PLEBISCITO EN LA CONSTITUCIÓN DE 1925.


	La Carta Fundamental de 1925 fue aprobada mediante plebiscito, convocado por Decreto Ley Nº 461, de 31 de julio de 1925, con el fin de que el pueblo manifestara su preferencia por el proyecto de Constitución del Presidente de la República, o por el del Congreso. 


	Es importante destacar que una de las diferencias fundamentales entre ambos proyectos, radicaba en la idea de consagrar el plebiscito para casos determinados que, en contra de la opinión de los constituyentes, defendía el Presidente de la República. Este argumentaba que no "existe ninguna razón para temer a la idea del plebiscito" y que constituiría "una válvula de escape para evitar los conflictos entre el Presidente de la República y el Congreso".


	En lo que interesa al presente proyecto de reforma constitucional, la Constitución de 1925 establecía el plebiscito en materia de reforma constitucional en dos situaciones. Por un lado, en caso que las Cámaras rechazaren todas o algunas de las observaciones del Presidente de la República al proyecto aprobado por ellas, y éstas insistieren en dicho proyecto por los dos tercios de sus miembros presentes. El otro caso tenía lugar cuando un proyecto de reforma constitucional presentado por el Presidente de la República hubiese sido rechazado totalmente en el Congreso, en cualquiera de sus trámites.


	Conforme al artículo 109 de dicha Ley Constitucional, el plebiscito tenía los siguientes elementos distintivos. En primer lugar, la facultad de convocarlo sólo correspondía al Presidente del República. En segundo lugar, la facultad de convocar a plebiscito era restringida exclusivamente a los casos de reforma constitucional en que se producía la situación de conflicto, ya señalada, entre el Presidente de la República y el Congreso Nacional. Finalmente, se trataba de una atribución del Presidente de la República de carácter facultativa, pues producida la situación de conflicto, el Presidente podía decidir si convocar a plebiscito o promulgar el proyecto de reforma constitucional como lo había aprobado el Congreso Nacional.





iII.	EL PLEBISCITO EN LA CONSTITUCIÓN DE 1980.


	La democracia como sistema político de finales de siglo, reconoce en la participación igualitaria del voto uno de sus aspectos centrales. A través de él, los sujetos de un Estado deciden, en buenas cuentas, quienes ejercerán la actividad legislativa en representación permanente y, en consecuencia, quienes serán objeto de la más alta expresión de un Estado: la "voluntad soberana".


	Sin embargo, dicha cuestión tan característica y central en nuestros tiempos, cede paso, también, a un mecanismo de intervención de la ciudadanía en la cosa pública, distinto a la elección. Dicho mecanismo se basa en la participación directa de los ciudadanos.


	De esa forma, las personas intervienen en cuestiones mayores a la simple selección del personal gobernante. Se reconoce así mayor opción al electorado, como el interprete más auténtico de la soberanía popular.


1.	El respaldo constitucional.


	La Constitución chilena de 1980, no es ajena a estas realidades, pues reconoce expresamente a la participación como una de las cuestiones fundamentales del Estado, estableciéndola como un deber primordial.


	En efecto, tal como se ha señalado, su artículo 1º, inciso final, dispone que "es deber del Estado... asegurar el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional".


	Nuestro Tribunal Constitucional ha señalado que "el artículo 1º de la Carta Fundamental es de profundo y rico contenido doctrinario; refleja la filosofía que inspira nuestra Constitución y orienta al interprete en su misión de declarar y explicar el verdadero sentido y alcance del resto de la preceptiva constitucional" (STC Nº 19).


	De la misma forma y en relación al inciso final del artículo 1º, dicho Tribunal ha sostenido que "esta norma es de vastas proyecciones, pero sin duda adquiere especial relevancia en los procesos electorales y plebiscitarios, ya que, a través de ellos, el pueblo ejerce la soberanía nacional manifestando su parecer sobre las personas que estarán a cargo de llevar adelante las funciones básicas del Estado en procura de obtener su finalidad primordial: el bien común" (STC Nº 53).


	Por su parte, el artículo 5º de la Constitución, a propósito del elemento fundamental del poder público, cual es la soberanía, señala que ésta reside esencialmente en la nación y que el ejercicio de la misma corresponde indistintamente a dos sujetos: al pueblo y a las autoridades que establece la Constitución. A los primeros, mediante plebiscitos y elecciones periódicas; a los segundos, a través del ejercicio de potestades públicas.


	En efecto, hemos señalado que la democracia contemporánea admite dos mecanismos de intervención de las personas: primero, la selección de los gobernantes y segundo, la resolución tomada a través de la consulta.


	La resolución de un pueblo tomada a través de una consulta de los poderes públicos, mediante el voto popular directo, suele denominarse plebiscito. 


2.	Características del plebiscito en la Constitución.


	El plebiscito es un procedimiento mediante el cual el cuerpo electoral, a través del voto directo, ratifica o desaprueba decisiones de carácter normativo o de política gubernativa, con carácter definitivo, obligatorio o facultativo.


	La Constitución de 1980 caracteriza al plebiscito de la siguiente forma:


	a.	Es ejercicio de poder público directo. En consecuencia, es ejercicio de soberanía.


	b.	Procede sólo en los casos en que la Constitución expresamente lo ha previsto (artículo 15, inciso segundo) (STC Nº 50).


	c.	Se refiere a él por regulación expresa (artículo 117) y por remisión (artículo 107).


	d.	Puede ser de carácter nacional o municipal.


3.	El plebiscito nacional.


	El plebiscito nacional al cual se refiere la Constitución, es aquel que sólo procede en materias de reforma constitucional. Su relación se encuentra en los artículos 117 y siguientes de la Carta Fundamental.


a.	Iniciativa.


	De conformidad a lo señalado en el artículo 32 Nº 4 y 117 de la Constitución, sólo corresponde al Presidente de la República la convocatoria a plebiscito.


b.	Características.


	i.	Es un plebiscito de carácter normativo, pues se refiere a cuestiones relativas a una norma jurídica en particular: la reforma constitucional.


	ii.	Es de carácter facultativo, es decir es el Presidente en conflicto con las Cámaras del Congreso, quien decide privativamente si la materia en cuestión irá a consulta de la ciudadanía.


	iii.	Por lo mismo, es de iniciativa presidencial.


	iv.	Es de carácter nacional, pues a la decisión plebiscitaria es convocado la totalidad del cuerpo electoral.


	v.	Es vinculante. Ello significa que el texto aprobado por la ciudadanía mediante plebiscito, es el que necesariamente debe promulgarse como reforma constitucional.


	vi.	Es un procedimiento arbitral, pues permite dar solución a un conflicto entre poderes públicos colegisladores: el Presidente de la República y el Congreso Nacional.


	vii.	Es un procedimiento de opción, pues la ciudadanía está llamada a expresar su preferencia entre varias alternativas sometidas a su voto.


c.	Requisitos de procedencia.


	Según la Constitución, el plebiscito sólo procede en caso que las Cámaras del Congreso rechacen total o parcialmente las observaciones del Presidente de la República a un proyecto de reforma aprobado por ellas, insistiendo en ese proyecto, de conformidad a los quórum constitucionales. En dicho caso, nace la opción para el Presidente de promulgar o someter a plebiscito el proyecto en cuestión.


d.	Regulación.


	i.	La convocatoria debe ser efectuada por el Presidente de la República, dentro de los treinta días siguientes a la insistencia de las Cámaras.


	ii.	La convocatoria debe formularse mediante decreto supremo y fijar fecha para la votación, la que no puede tener lugar antes de treinta días ni después de sesenta, contados desde la publicación del referido decreto. 


	iii.	El decreto debe contener, según corresponda, el proyecto aprobado por el Congreso y vetado por el Presidente, o bien, las cuestiones del proyecto en las cuales el Congreso haya insistido.


	iv.	En el plebiscito debe votarse la materia en conjunto, a menos que sea de las cuestiones en las cuales el Congreso haya insistido, en cuyo caso las cuestiones en desacuerdo deberán ser votadas separadamente.


	v.	Realizado el plebiscito, el Tribunal Calificador de Elecciones comunicará sus resultados al Presidente y le indicará el texto del proyecto aprobado por la ciudadanía, para que sea promulgado como Reforma Constitucional.


4.	Plebiscito local o comunal.


	Se ha señalado que la Constitución se refiere a los plebiscitos como mecanismos de participación de la ciudadanía por la vía de la regulación expresa, como el caso referido con anterioridad, y por la vía de la remisión. A esta categoría responde el plebiscito comunal.


	En efecto, de conformidad a lo señalado en el artículo 107, inciso quinto, de la Carta Fundamental, "una Ley Orgánica Constitucional determinará las funciones y atribuciones de las municipalidades. Dicha ley señalará, además, las materias de competencia municipal que el alcalde, con acuerdo del Concejo o a requerimiento de los dos tercios de los concejales en ejercicio, o de la proporción de ciudadanos que establezca la ley, someterá a consulta no vinculante o a plebiscito, así como las oportunidades, forma de la convocatoria y efectos.".


	La Ley Orgánica Constitucional a que se remite la disposición constitucional, es la de Municipalidades, Nº 18.695, cuyo texto refundido se fijó por el Decreto Supremo Nº 662, del año 1992. En efecto, por la vía de la remisión constitucional, los plebiscitos comunales se encuentran regulados en los artículos 85 y siguientes de la Ley Orgánica Constitucional citada.


	De conformidad a la norma constitucional y a los preceptos de la Ley Orgánica Constitucional antes referidos, podemos caracterizar al plebiscito comunal de la siguiente forma:


a.	Iniciativa.


	Es de fuente diversa, es decir, su solicitud está atribuida a distintos sujetos. A saber: el Alcalde con acuerdo del Concejo Municipal; los dos tercios de los concejales en ejercicio; y el 10% de los ciudadanos de las comunas inscritos en los Registros Electorales.


b.	Características.


	i.	Es de carácter no normativo, es decir, no está asociada a normas jurídicas, sino "a materias de administración local relativas a inversiones específicas de desarrollo comunal" o "a la aprobación o modificación del plan de desarrollo comunal, a la modificación del plan regulador u otras de interés para la comunidad local".


	ii.	Es facultativo u obligatorio, dependiendo de quien sea la iniciativa. En efecto, en el caso de los concejales en ejercicio y del requerimiento de los ciudadanos, la convocatoria a plebiscito es obligatoria.


	iii.	La convocatoria corresponde exclusivamente al Alcalde.


	iv.	Es de carácter local, es decir, en él sólo participan los habitantes de la comuna.


	v.	Es de carácter vinculante, siempre que en el plebiscito vote más del 50% de los ciudadanos inscritos en los Registros Electorales de la comuna.


	vi.	Es de opción, pues los votantes deben manifestarse entre varias alternativas sometidas al voto.


c.	Requisitos.


	Para que proceda el plebiscito comunal, de conformidad a Ley Orgánica, debe tratarse de materias de administración local relativas a inversiones específicas de desarrollo comunal, a la aprobación o modificación del plan de desarrollo comunal, a la modificación del plan regulador u otras de interés para la comunidad local.


d.	Regulación.


	i.	La convocatoria sólo la puede realizar el Alcalde, mediante Decreto Alcaldicio.


	ii.	El decreto debe reunir los siguientes requisitos: las materias sometidas a plebiscito y la fecha de realización.


	iii.	No puede haber más de un plebiscito en una misma provincia dentro del mismo mes.


	iv.	No procede la propaganda electoral.


	v.	Los costos corresponden a las municipalidades.


	vi.	Son incompatibles con convocatorias nacionales de votación popular, sean plebiscitos o elecciones.


	vii.	Los resultados del plebiscito son obligatorios para la autoridad municipal, si votan más del 50% de los ciudadanos inscritos en los Registros electorales en la comuna.


5.	Conclusión.


	De lo expuesto podemos concluir que en materia de plebiscitos, existe uniformidad constitucional y legislativa en los siguientes aspectos:


	a.	El plebiscito sólo existe en los casos expresamente señalados en la Constitución.


	b.	Sin perjuicio de lo anterior, es posible remitir a una Ley Orgánica Constitucional las oportunidades, forma de convocatoria y efectos del mismo.


	c.	La Constitución o la ley deben señalar expresamente las materias objeto de plebiscito. Ello significa que es de derecho estricto y en cuánto tal, lo que no se indique o se exprese, no puede ser objeto de consulta.


	d.	Puede referirse a asuntos normativos o de decisión de una política pública.


	e.	Su convocatoria está a cargo siempre de una autoridad unipersonal, de máxima jerarquía.


	f.	Se precisa el universo electoral que participa en él.


	g.	Por regla general, es de carácter vinculante, con la excepción que en el plebiscito comunal, la vinculación depende del porcentaje del universo electoral que participa.


	h.	Por último, siempre se someten distintas alternativas a consideración del voto, es decir, siempre comprende opciones sobre las cuales se decide.





IV.	ELEMENTOS CENTRALES DE LA PROPUESTA DE REFORMA CONSTITUCIONAL


1.	Materias.


	Se propone que el Plebiscito se restrinja a cuestiones normativas, sin extenderse a asuntos extrajurídicos o de jerarquía inferior a la legal, como puede ser una política gubernativa.


	En consecuencia, el Plebiscito se restringe a materias de reforma constitucional, cualquiera sea el quórum de las normas respectivas.


2.	Plebiscito en reforma constitucional.


	Se amplía el actual esquema plebiscitario, previsto en el artículo 117 de la Carta Fundamental, que restringe dicho procedimiento al conflicto que se genera en la etapa terminal de discusión de una reforma constitucional, a otro caso que se produce durante el proceso de generación de la reforma originada.


	El caso que regula la presente iniciativa, tiene lugar cuando el proyecto de reforma es rechazado en general en la Cámara de origen, y el Presidente de la República solicita que el proyecto pase a la Cámara revisora y ésta también lo rechaza por los dos tercios de sus miembros presentes, pero no obstante, el proyecto obtiene el voto favorable de a lo menos la mayoría absoluta de los miembros en ejercicio de dicha Cámara.


3.	Caracteres del plebiscito propuesto.


a.	Normativo.


	Se trata de un plebiscito sobre proyectos de reforma constitucional cuya iniciativa haya correspondido al Presidente de la República.


b.	Facultativo.


	Su convocatoria la decide el Presidente de la República. Ello implica que no está obligado a convocarlo producida la situación que lo habilita.


c.	Vinculante.


	Los órganos constitucionales involucrados, se encuentran obligados a acatar el dictamen del cuerpo electoral. Ello se traduce en que si es aprobada la propuesta presidencial en el plebiscito, ésta debe ser promulgada como reforma constitucional.


d.	Institucionalizado.


	Su consagración y su regulación esencial se encuentran establecidas en la Constitución, pero la reglamentación complementaria queda entregada a la Ley Orgánica Constitucional respectiva.


e.	De arbitraje.


	Su objeto principal es la resolución de un conflicto de poderes entre los órganos colegisladores, de modo que cuando el Parlamento se niega a legislar en los términos ya señalados, sea el genuino cuerpo electoral quien dirima la cuestión.


	Los casos actualmente contemplados en la Constitución, permiten la convocatoria a plebiscito una vez terminada la tramitación legislativa, es decir, aprobado el proyecto por el Congreso, cuando es vetado total o parcialmente, e insistido en su texto por el Parlamento.


	El proyecto propone que la interpelación a la ciudadanía también se produzca cuando el Parlamento rechaza la idea de legislar, primero en la Cámara de origen y luego en la revisora. Esto también es un asunto que debe ser resuelto por el pueblo. Pero, a diferencia de la situación actualmente regulada, ésta ocurre recién iniciada la tramitación.


	El nuevo caso que se agrega es equivalente a los actualmente existentes, pues el Presidente de la República debe agotar los mecanismos procedimentales que la Constitución le permite, antes de quedar facultado para convocar a plebiscito. Esto implica que necesariamente debe utilizar el veto, en los casos actuales y, en el caso propuesto en esta iniciativa, usar la potestad de llevar el proyecto a la Cámara revisora si la de origen lo rechaza, y sólo si en ésta también se rechaza por no obtener el voto de los 2/3 de sus miembros, pero no obstante el proyecto obtiene la mayoría de los miembros en ejercicio de dicha Cámara, se puede convocar a plebiscito.


	Con este nuevo caso, se retoma la tradición histórica de nuestro país, pues la Constitución de 1925 -artículo 109- permitía que el Presidente de la República convocara a plebiscito cuando un proyecto de reforma constitucional de su iniciativa fuera rechazado totalmente por el Congreso, en cualquier etapa de su tramitación.


f.	Limitado.


	El mecanismo propuesto tiene dos limitaciones. Por una parte, el procedimiento plebiscitario no puede ser utilizado en más de dos oportunidades en el período presidencial respectivo. Por otra parte, el acto plebiscitario no puede extenderse a proyectos que incidan o afecten a más de dos capítulos de la Constitución.


4.	Aplicación a la Reforma Constitucional de normas sobre tramitación de la ley.


	Finalmente, en la actualidad, las reformas constitucionales no se rigen íntegramente por el procedimiento de tramitación de una ley común. Ello hace, por ejemplo, que mecanismos como las comisiones mixtas, no le sean aplicables. Con la reforma que se propone, dicho procedimiento le será plenamente aplicable, tanto el caso regulado en el artículo 67, como el del artículo 68.


En mérito de lo expuesto, someto a vuestra consideración, el siguiente








PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:








"Artículo Único.-	Introdúcense las siguientes modificaciones a la Constitución Política de la República:





	1.	En el artículo 15, agrégase a continuación del inciso segundo, el siguiente inciso nuevo:


		"El plebiscito constituye una manifestación expresa y directa de la voluntad ciudadana. Válidamente convocado, sobre materias de su competencia y efectuado en la forma prescrita por la Constitución y la ley, vincula a todos los órganos del Estado.".





	2.	En el artículo 32, sustitúyese su Nº 4), por el siguiente:


		"4.	 Convocar a plebiscito en los casos previstos en esta Constitución.".





	3.	En el artículo 65, agrégase el siguiente inciso nuevo:


		"En caso que un proyecto de reforma constitucional de su iniciativa, fuere también rechazado en general por la Cámara revisora, por no obtener el quórum de aprobación señalado en el inciso anterior, el Presidente de la República podrá convocar a plebiscito en los términos del artículo 119, siempre que el proyecto hubiere sido votado favorablemente por la mayoría de los miembros en ejercicio de dicha Cámara revisora.".





	4.	En el artículo 116, reemplázase el inciso final:


		"Será aplicable a los proyectos de reforma constitucional, en lo que corresponda, el procedimiento de formación de la ley.".





	5.	El artículo 119, pasará a ser artículo 118, anteponiendo a su oración inicial la siguiente expresión y sustituyéndose la mayúscula por una minúscula en el vocablo "La":


		"Art. 118.- En los casos regulados en el artículo anterior, ". 





	6.	Introdúcese, a continuación del artículo 118, nuevo, el siguiente artículo 119, nuevo:


		"Art. 119.�	Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 117, el Presidente de la República, en proyectos de reforma constitucional de su iniciativa, podrá consultar a la ciudadanía mediante un plebiscito, no más de dos veces durante su período presidencial, en el caso previsto en el inciso segundo del artículo 65.


					No podrá convocarse al plebiscito regulado en este artículo, respecto de proyectos de reforma constitucional que incidan o se refieran a más de dos capítulos de la Constitución.


					La convocatoria a plebiscito deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes a áquel en que el Congreso comunique el rechazo del proyecto de reforma por parte de la Cámara revisora. La comunicación deberá efectuarse dentro de tercero día de producida dicha votación y deberá especificar el quórum obtenido en ella.


					Transcurrido el plazo a que se refiere el inciso anterior sin que el Presidente de la República convoque a plebiscito, se entenderá rechazado en general el proyecto de reforma constitucional y, por lo tanto, no podrá renovarse sino después de un año.


					La convocatoria se ordenará mediante decreto supremo, el que fijará la fecha de la consulta plebiscitaria, la que no podrá tener lugar antes de treinta días ni después de sesenta contados desde la publicación de ese decreto.


							El decreto de convocatoria contendrá los objetivos y fundamentos, así como el texto íntegro del proyecto de reforma cuya idea de legislar haya sido rechazada por las Cámaras. 


							El Tribunal Calificador de Elecciones comunicará al Presidente de la República y al Congreso Nacional el resultado del plebiscito. En el caso de ser aprobatorio, especificará el texto del proyecto aprobado por la ciudadanía, el cual deberá ser promulgado como ley de la República dentro de los cinco días siguientes a dicha comunicación.


�



							Será aplicable al proyecto promulgado y vigente, lo dispuesto en el inciso final del artículo anterior.".".





Dios guarde a V.E.,























		EDUARDO FREI RUIZ-TAGLE


		Presidente de la República

















	JOHN BIEHL DEL RIO


	Ministro 


	Secretario General de la Presidencia
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